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PETICIÓN P-1278-13
ADMISIBILIDAD
ROBERT GENE GARZA

ESTADOS UNIDOS
16 de septiembre de 2013

I.
RESUMEN
1. El 7 de agosto de 2013, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por la Association of Humanitarian Lawyers (en adelante, “los peticionarios”) en contra de Estados Unidos de América (en adelante, “Estados Unidos” o “el Estado”).  La petición fue presentada a favor de Robert Gene Garza (en adelante, “la presunta víctima” o “el señor Garza”), que se encuentra privado de libertad en el corredor de la muerte en el estado de Texas. 
2. Los peticionarios alegan que el procesamiento del señor Garza no cumplió con las normas del debido proceso y, en particular, que las autoridades no intentaron que se llevaran a cabo pericias de discapacidad mental y que el interrogatorio y la confesión indican posibles violaciones de los derechos a las garantías judiciales y al debido proceso legal. Asimismo, los peticionarios afirman que la asistencia prestada por el abogado defensor designado por el Estado fue ineficiente; alegan en este sentido que esencialmente no se introdujo ninguna prueba atenuante. La Comisión solicitó una respuesta expedita de Estados Unidos, dado que se ha fijado la fecha de ejecución para el 19 de septiembre de 2013. A la fecha de aprobación del presente informe, el Estado no ha presentado sus observaciones.

3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, luego de examinar la posición de los peticionarios y de conformidad con los requisitos establecidos en los artículos 31 a 43 de su Reglamento, la Comisión Interamericana decide declarar que el caso es admisible con el propósito de examinar la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos I (Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona), XVIII (Derecho de Justicia), XXV (Derecho de protección contra la detención arbitraria) y XXVI (Derecho a proceso regular) de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante, “la Declaración Americana”).  La CIDH también decide notificar su decisión a las partes e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

II. PROCEDIMIENTO ANTE LA CIDH
4. La CIDH recibió la petición el 7 de agosto de 2013. El 14 del mismo mes, la Comisión le transmitió las partes pertinentes al Estado y le concedió un plazo de tres semanas para que presentara sus observaciones de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30(4) del Reglamento de la Comisión. Los días 15 y 22 de agosto y el 9 de septiembre de 2013, los peticionarios enviaron información adicional, la cual fue debidamente transmitida al Estado. A la fecha de aprobación del presente informe, la Comisión Interamericana no ha recibido observación alguna del Estado.

Medidas cautelares
5. Además de la petición, los peticionarios también solicitaron medidas cautelares para que se suspendiera la ejecución del señor Garza. El 16 de agosto de 2013, la Comisión Interamericana adoptó la resolución 1/2013, en la que le solicitó al Gobierno de Estados Unidos que se abstuviera de ejecutar al señor Garza hasta tanto se pronunciara sobre el fondo de la petición
.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición de los peticionarios
6. Los peticionarios afirman que el señor Garza es una de cuatro personas acusadas de participar en el homicidio de cuatro mujeres en un campamento para casas rodantes el 5 de septiembre de 2002 en Donna, Texas. De acuerdo con la información disponible, en enero de 2003 se le imputaron al señor Garza cuatro cargos de homicidio en el Condado de Hidalgo, Texas. Un jurado declaró culpable a la presunta víctima y, tras una audiencia separada de sentencia, fue condenado a la pena de muerte. El Tribunal de Apelaciones Penales ratificó tanto la sentencia como la condena
. Mientras estaba pendiente la apelación directa, el señor Garza presentó una petición inicial de recurso de hábeas corpus en el tribunal estatal de primera instancia. Después de una audiencia probatoria pública, el tribunal de primera instancia emitió determinaciones de hecho y conclusiones de derecho en las que recomendó que se denegara la solicitud de la presunta víctima. El Tribunal de Apelaciones Penales aceptó estas conclusiones y denegó el recurso
. 
7. En el ámbito federal, los peticionarios señalan que la apelación fue denegada por el Tribunal de Distrito de Estados Unidos para el Distrito Sur de Texas, División McAllen. La Corte Federal de Apelaciones del Quinto Circuito también denegó la apelación del señor Garza. El 19 de febrero de 2013, la Corte Suprema de Estados Unidos denegó su solicitud de certiorari. La ejecución del señor Garza está programada para el 19 de septiembre de 2013.
8. Los peticionarios alegan que el caso del señor Garza “plantea consideraciones graves en materia de derechos humanos”. Afirman que la presunta víctima tiene una discapacidad mental; que el interrogatorio y la confesión indican posibles violaciones de los derechos a las garantías judiciales y al debido proceso legal; y que la asistencia prestada por el abogado defensor designado por el Estado fue ineficiente.
9. Con respecto al primer alegato, los peticionarios plantean que el señor Garza fue colocado en clases de educación especial en la escuela y que su madre le habría entregado varios de los registros escolares al abogado designado por el tribunal. Sin embargo, las autoridades supuestamente no intentaron que se llevaran a cabo pericias adecuadas de discapacidad mental “a pesar del hecho que era aparente que [el señor Garza] exhibía graves limitaciones en su capacidad para leer y escribir cuando se le tomó su confesión”. 
10. Adicionalmente, los peticionarios afirman que los tribunales se han mostrado indecisos sobre el coeficiente intelectual suficiente para invocar los criterios establecidos en el caso Atkins
. Sostienen que “los tribunales deben analizar la totalidad de las circunstancias de una persona, ya que alguien puede tener un funcionamiento mental relativamente bajo y condiciones mentales como las que aparentemente tiene el señor Garza que, en conjunto, deberían prohibir la pena capital”. Los peticionarios alegan que los derechos del señor Garza consagrados en los artículos I y XXVI de la Declaración Americana “serían violados si fuera ejecutado, excepto si puede establecerse que no sufre una discapacidad mental”.
11. Con respecto a los derechos a las garantías judiciales y al debido proceso legal, los peticionarios sostienen que el señor Garza fue arrestado el 24 de enero de 2003 y que fue interrogado hasta que firmó una confesión el 26 de enero de 2003. Según la petición, aunque la presunta víctima solicitó un abogado, el interrogatorio continuó de todas maneras. Además, el señor Garza habría firmado la confesión porque las autoridades le dijeron que esa era la única manera para que pudiera tener contacto con su concubina, quien supuestamente estaba en grave peligro.
12. Los peticionarios señalan además, entre otras cosas, que la confesión es inconsistente con la manera en que se hubiera expresado el señor Garza. En este sentido, los peticionarios manifiestan que, “en lugar de sonar como una declaración de un hispanoparlante semi-iletrado, [la confesión] suena sospechosamente como un reporte policial”. Además, observan que las firmas e iniciales del señor Garza parecen inconsistentes entre sí. De acuerdo con los peticionarios, estos hechos indican posibles violaciones de los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana.
13. Con respecto al alegato sobre la asistencia ineficiente del abogado de oficio, los peticionarios sostienen que el abogado al parecer no tuvo mucho contacto con la presunta víctima “y aparentemente no estudió en realidad la confesión”. Afirman que esto es aparente primeramente en el registro de la audiencia del 11 de agosto de 2003 de la moción para excluir la confesión. El abogado habría limitado la audiencia de exclusión solamente al tema de la voluntariedad, en lugar de abordar todas las consideraciones, en especial la de veracidad. Además, supuestamente nunca planteó el asunto del lenguaje, o lo que alegan constituyen serias discrepancias en los hechos, como la identificación incorrecta del lugar donde ocurrieron los homicidios o las armas que se utilizaron. 
14. Adicionalmente, los peticionarios afirman que, aunque se consultó a expertos y a otras personas sobre circunstancias atenuantes, esencialmente no se introdujo ninguna prueba atenuante. En este sentido, manifiestan que no existe registro alguno de intentos por entrar en contacto con amigos, maestros, miembros del clero u otras personas que podrían haber tenido información que habría podido presentarse como factores atenuantes. 
15. Por último, los peticionarios afirman que “el señor Garza parece haber tenido una representación deficiente en todas las etapas del proceso ante las autoridades de Texas y federales”
. Al respecto, alegan que en la petición de clemencia no se habla en absoluto de las serias discrepancias entre la confesión y los hechos reales. Los peticionarios concluyen que la asistencia ineficiente del abogado designado por el tribunal viola los derechos del señor Garza consagrados en los artículos II, XVII y XVIII de la Declaración Americana.
16. Según un comunicado de prensa en el que se pide clemencia en el caso del señor Garza presentado por los peticionarios y transmitido al Estado
, la presunta víctima fue declarada culpable y sentenciada a muerte con base en la Ley de Partes
. El señor Garza supuestamente no estuvo presente durante los homicidios y no existen pruebas físicas que lo vinculen con el delito. El comunicado de prensa afirma que el señor Garza siempre mantuvo que no asesinó a nadie y que las pruebas físicas y los testimonios de los testigos apoyan su afirmación. Además, nunca se habría enjuiciado ni declarado culpable a ninguna otra persona en este caso de la Ley de Partes. Señala también que en Texas los fiscales y los tribunales están abusando peligrosamente de la Ley de Partes y que Texas es el único estado del país que la aplica a casos de pena capital.
17. Con respecto al agotamiento de los recursos internos, los peticionarios señalan que la Corte Suprema de Estados Unidos denegó el recurso de certiorari el 19 de febrero de 2013 y que el señor Garza no tiene más recursos disponibles en los tribunales estadounidenses. El 9 de septiembre de 2013, informaron a la CIDH que el abogado de apelación del señor Garza había presentado una petición de clemencia ante las autoridades estatales.
B. Posición del Estado
18. La CIDH no ha recibido información u observaciones del Estado en relación con la petición del señor Garza. 

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A. Competencia
19. Los peticionarios están facultados a presentar peticiones, en principio, por el artículo 23 del Reglamento de la Comisión Interamericana.  La petición identifica como presunta víctima a un individuo respecto del cual Estados Unidos se ha comprometido a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Declaración Americana.  En relación con el Estado, la Comisión Interamericana nota que Estados Unidos está sujeto a las obligaciones establecidas a través de la Declaración Americana, la Carta de la OEA, el artículo 20 del Estatuto de la Comisión y el artículo 41 de su Reglamento.  Estados Unidos ha sido miembro de la Organización de los Estados Americanos desde el 19 de junio de 1951, cuando depositó el instrumento de ratificación de la Carta de la OEA
. En consecuencia, la Comisión es competente ratione personae para conocer la petición. 
20. Adicionalmente, la Comisión Interamericana es competente ratione loci para examinar la petición, en tanto se alega que las violaciones de los derechos protegidos en la Declaración Americana tuvieron lugar dentro del territorio de Estados Unidos.  La CIDH es competente ratione temporis dado que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Declaración Americana ya estaba vigente para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados.  Finalmente, la Comisión Interamericana es competente ratione materiae, porque la petición se refiere a posibles violaciones de derechos humanos protegidos en la Declaración Americana.
B. Requisitos de admisibilidad 

1.
Agotamiento de recursos internos 

21. De conformidad con el artículo 31(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana, para que sea admisible una petición, deben haberse planteado y agotado  los recursos internos según los principios de derecho internacional reconocidos de manera general.  Este requisito tiene por objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan de la presunta violación del derecho protegido y, de ser apropiado, resuelvan el asunto antes de que sea conocido por un organismo internacional.
22. De acuerdo con la información disponible, una vez confirmadas la condena y la sentencia en sede de apelación directa, el Tribunal de Apelaciones Penales denegó el recurso. En el orden federal, el Tribunal de Distrito de Estados Unidos para el Distrito Sur de Texas y la Corte Federal de Apelaciones del Quinto Circuito también denegaron la apelación del señor Garza. El 19 de febrero de 2013, la Corte Suprema de Estados Unidos denegó su solicitud de certiorari. La ejecución del señor Garza está programada para el 19 de septiembre de 2013. Además, de acuerdo con los alegatos de los peticionarios y la documentación disponible, el señor Garza planteó los tres alegatos presentados ante la Comisión Interamericana a nivel interno
.
23. Por ende, la Comisión Interamericana concluye que los recursos internos han sido presentados y agotados de conformidad con lo establecido en el artículo 31(1) de su Reglamento.
2. Plazo de presentación de la petición
24. El artículo 32(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana establece que para que una petición o comunicación sea aceptada debe haber sido presentada dentro de un plazo de seis meses contados desde la fecha en la cual quienes alegan violaciones de sus derechos fueron notificados de la decisión final.  En el caso en cuestión, el 19 de febrero de 2013 la Suprema Corte de los Estados Unidos denegó  la solicitud de certiorari.  La CIDH recibió la petición el 7 de agosto de 2013.  La Comisión concluye, por lo tanto, que la presente petición satisface el requisito del artículo 32(1) de su Reglamento.
3.
Duplicación de procedimientos y res judicata internacionales

25. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por la Comisión Interamericana u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 33 del Reglamento de la CIDH.

4.
Caracterización de los hechos alegados
26. De conformidad con el artículo 34(2) de su Reglamento, la Comisión debe declarar inadmisible toda petición o caso en el que no se señalen hechos que podrían caracterizar una violación de los derechos a los que hace referencia el artículo 27 de dicho Reglamento, en cuyo caso la petición debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o “improcedente” según lo establecido el artículo 34(b) del mismo cuerpo legal.  El criterio utilizado para analizar la admisibilidad de una petición difiere del que se usa para analizar el fondo del caso, puesto que en la etapa de admisibilidad la Comisión Interamericana sólo realiza un análisis prima facie con miras a determinar si la petición se refiere a una aparente o posible violación de un derecho garantizado en la Declaración Americana.  Se trata de un análisis preliminar que no implica un prejuzgamiento ni una opinión preliminar sobre el fondo de la cuestión. 
27. El Reglamento de la Comisión Interamericana no requiere que los peticionarios identifiquen los derechos específicos que se alegan violados por el Estado en el asunto que se presenta ante la CIDH, aún cuando los peticionarios pueden hacerlo.  Es competencia de la CIDH, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en su informe de admisibilidad qué provisiones de los instrumentos interamericanos relevantes son aplicables y pueden ser pasibles de haber sido violadas, si los hechos alegados fueran probados con elementos suficientes.
28. Los peticionarios sostienen que el señor Garza tiene una discapacidad mental; que el interrogatorio y la confesión indican posibles violaciones de los derechos a las garantías judiciales y al debido proceso legal; y que la asistencia prestada por el abogado defensor designado por el Estado fue ineficiente. Asimismo, según la información presentada por los peticionarios, el señor Garza fue sentenciado a muerte con base en la Ley de Partes sin que alegadamente ninguna prueba física lo vincule con el delito.
29. Debido al escrutinio más estricto que la Comisión Interamericana ha aplicado en casos de pena de muerte
, la CIDH observa que, de ser probadas, los hechos alegados por los peticionarios podrían llegar a caracterizar violaciones de los artículos I, XVIII, XXV (último párrafo, en relación con la alegada discapacidad mental) y XXVI de la Declaración Americana. La CIDH reitera que tiene una obligación mayor de garantizar que cualquier privación de la vida ocasionada a través de la pena de muerte se realice en cumplimiento estricto de los instrumentos interamericanos de derechos humanos aplicables, incluida la Declaración Americana.

30. Por otro lado, la CIDH observa que los peticionarios no han corroborado suficientemente sus alegatos de tal manera que le permita a la Comisión determinar, para los fines de la admisibilidad de esta petición, que los hechos tienden a caracterizar prima facie violaciones del artículo XVII (derecho de reconocimiento de la personalidad jurídica y de los derechos civiles) de la Declaración Americana. Por lo tanto, los alegatos con respecto a esta disposición son inadmisibles de conformidad con los artículos 34(a) y (b) del Reglamento de la Comisión Interamericana.
31. En conclusión, la CIDH decide que la petición no es manifiestamente infundada ni improcedente y declara que, prima facie, los peticionarios han cumplido con los requisitos establecidos en el artículo 34 del Reglamento de la Comisión. 
V.
CONCLUSIONES

32. La Comisión Interamericana concluye que es competente para tomar conocimiento del presente caso y que la petición es admisible bajo los artículos 31 a 34 de su Reglamento. Con base en los argumentos de hecho y de derecho establecidos anteriormente y sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición con respecto a los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.

2.
Declarar inadmisible la presente petición con respecto al artículo XVII de la Declaración Americana;

3.
Notificar a las partes de la presente petición;

4.
Proceder con el análisis del fondo del caso; y

33. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

Aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 16 de septiembre de 2013. (Firma):  José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Secunda Vicepresidenta; Felipe González, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Comisionados.
� La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión.


� CIDH., Resolución 1/2013, Medida Cautelar No. 255-13, Robert Gene Garza, Estados Unidos de América, 16 de agosto de 2013. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/en/iachr/decisions/pdf/pmres1-2013.pdf" ��http://www.oas.org/en/iachr/decisions/pdf/pmres1-2013.pdf�. 


� Garza vs. el Estado, 213 S.W.3d 338, 341-44 (Tex. Crim. App. 2007).


� Anexo No. 5 (nota presentada por Greg Abbott, Procurador General de Texas, en Robert Gene Garza vs. Rick Thaler, Acción Civil No. M-09-CV-258, el 15 de abril de 2010).


� Atkins vs. Virginia, 536 U.S. 304 (2002).


� Comunicación entregada por los peticionarios el 9 de septiembre de 2013.


� Comunicación presentada por los peticionarios el 22 de agosto de 2013 (Clemency urged for Texas man facing execution and sentenced under the Law of Parties, Livingston, Texas, 20 de agosto de 2013). Disponible en: � HYPERLINK "http://lostinthesystemusa.wordpress.com/2013/08/22/press-release-re-robert-garza/" ��http://lostinthesystemusa.wordpress.com/2013/08/22/press-release-re-robert-garza/�. 


� Código Penal de Texas § 7.02 (Responsabilidad penal por la conducta de un tercero). 


(a) Una persona es responsable penalmente por un delito cometido por la conducta de otra si: (1) actuando con el tipo de culpabilidad requerido para el delito, provoca o ayuda a una persona inocente o no responsable a realizar conductas prohibidas por la definición del delito; (2) actuando intencionalmente para promover o ayudar a la comisión del delito, solicita, alienta, dirige, asiste o intenta asistir a la otra persona para que cometa el delito; o (3) teniendo el deber legal de prevenir la comisión del delito y actuando intencionalmente para promover o ayudar a su comisión, no hace un esfuerzo razonable para prevenir la comisión del delito.


(b) Si, en un intento por llevar a cabo una confabulación para cometer un delito grave, otro delito grave es cometido por uno de los confabulados, todos los confabulados son culpables del delito grave cometido en realidad, incluso si no tenían la intención de cometerlo, si dicho delito fue cometido para promover el propósito ilegal y debió haberse previsto como resultado de la realización de la confabulación.


� Véase también, Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, OC-10.89, párr. 45 (14 de julio de  1989). 


� Declaración complementaria entregada por los peticionarios a la CIDH el 15 de agosto de 2013 y Anexo No. 5 (nota presentada por Greg Abbott, Procurador General de Texas, en Robert Gene Garza vs. Rick Thaler, Acción Civil No. M-09-CV-258, el 15 de abril de 2010).


� Según la jurisprudencia constante de la CIDH, ésta revisará y decidirá los casos de pena capital con un nivel de escrutinio más elevado, para garantizar que cualquier privación de la vida perpetrada por un Estado miembro de la OEA para hacer efectiva una condena de muerte dé estricto cumplimiento a los requisitos establecidos en los instrumentos de derechos humanos aplicables.  Ver CIDH, Informe No. 73/12, Petición 15-12, Admisibilidad, Edgar Tamayo Arias, Estados Unidos, 17 de julio de 2012, párr. 47; CIDH, Informe No. 117/11, Petición 12.341, Admisibilidad, James Wilson Chambers, Estados Unidos, 22 de julio de 2011, párr. 25; y CIDH, Informe No 61/03, Petición 4446-02, Admisibilidad, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 10 de octubre de 2003, párr. 66.


� CIDH, Informe No. 1/05, Caso 12,430, Fondo, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 28 de enero de 2005, párr. 43.
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